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¿Qué hace el Estado en Mendoza? 
Funciones y rasgos de las agencias 

provinciales en tiempos de crisis y re-
gulación (1928-1943) 

 
 

Laura Ortega, Florencia Rodríguez Vázquez e 
Ivana Hirschegger  

 
 

Introducción  
 

Las reconstrucciones y abordajes sobre el desempeño estatal 
nutren la agenda historiográfica de las últimas dos décadas. 
Numerosas obras colectivas indagan sobre el derrotero de di-
versas agencias en el diseño e implementación de políticas pú-
blicas, la conformación de las filas burocráticas así como la in-
teracción de las dependencias con entidades de la sociedad ci-
vil (Bohoslavsky y Soprano, 2010; Plotkin y Zimmermann, 
2011; Di Liscia y Soprano, 2017). En función de esos aportes 
fue posible dar cuenta de las numerosas modalidades de inter-
vención estatal, los matices en el funcionamiento de las agen-
cias, los grados de profesionalización, la evolución y variabili-
dad de sus competencias y especialización, como también las 
sinergias y tensiones con otras agencias a partir de tareas y ac-
tividades simultáneas, tanto en la jurisdicción nacional como 
en la provincial. En efecto, contamos con enfoques que gravi-
tan sobre las agencias a nivel nacional, vinculadas con los Mi-
nisterios de Economía (Heredia y Gené, 2009; Caravaca, 2011; 
González Bollo, 2014), Obras Públicas (Jauregui, 2012-2013), 
de Agricultura (González Bollo, 2011), Salud (Biernat, 2015) en-
tre otros, y que arrojaron luz sobre el grado de especialización 
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de las burocracias y su injerencia en el diseño e implementa-
ción de políticas públicas en la primera mitad del siglo XX.  

La bibliografía sobre dependencias nacionales durante 
los años treinta resulta robusta y muy enriquecedora (Persello, 
2006; Caravaca y Plotkin, 2007; Ballent, 2008; González Bollo, 
2008; Di Liscia, 2007; Pereyra, 2011). Al igual que los aportes 
sobre las dependencias provinciales en las primeras décadas 
del siglo XX (Di Liscia, 2007; Casullo, Galluci y Perrén, 2013; 
Ortiz Bergia, 2015a y 2015b; Rodríguez Vázquez y Raffa, 2016; 
Di Liscia y Soprano, 2017; Hirschegger, 2018, D’Agostino, 
2019; Fernández, 2019; Raffa y Luis, 2020; Raffa y Rodríguez 
Vázquez, 2020, Ortega, 2021; Bacolla, Martocci, Ortiz Bergia y 
Yangilevich, 2025). A partir de esta trama de estudios, en este 
capítulo reflexionaremos sobre el comportamiento que defi-
nió los rasgos de las agencias mendocinas, en vista del amplio 
consenso historiográfico que identifica que durante esta dé-
cada surgieron nuevas y diferentes modalidades de desem-
peño estatal en la administración del país. El enfoque, a su vez, 
dialoga con los aportes sobre el contexto económico y político 
en el que se desenvolvieron esas dependencias. Se sabe que, 
para esos años, el impacto de la Gran Crisis y la reformulación 
de las políticas económicas con dirección a una mayor inter-
vención fueron parte constitutiva de los abordajes de historia 
económica (Caravaca, 2011; Korol y Belini, 2020; Belini, 2021).  

En el plano político, tras el golpe de Estado de José F. Uri-
buru se consolidó una dirigencia partidaria y gubernamental 
que buscó alejarse de la conflictividad institucional que carac-
terizó al ciclo radical lencinista previo (1918-1928) y desplegar 
“un nuevo orden conservador”, no obstante las extendidas de-
nuncias de fraude electoral (Lacoste, 1991; Caroglio, 2009).  

Como resultado, las políticas ejecutadas buscaron otorgar 
legitimidad a partir de la acción estatal, por un lado, mediante 
el imperativo racionalizador, de mayor eficiencia y búsqueda 
de “economía” (Persello, 2015). Tal imperativo debe compren-
derse como la introducción de criterios técnicos en las tareas 
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administrativas y formación de cuadros burocráticos profe-
sionalizados. Por el otro, los intentos por planificar y organizar 
la gestión pública. También es necesario determinar si la reor-
ganización de prioridades fue realizada en función de las sin-
gularidades locales u obedeció a otras lógicas, como sugieren 
los estudios de Ortiz Bergia (2015) para Córdoba. En este sen-
tido, los problemas particulares que imponía la agenda local 
(producción agroindustrial, recurso hídrico, salud) habrían 
hecho mella en la definición de distintas áreas de intervención 
y el diseño de políticas de cuño nacional, provincial y en algu-
nos casos, también municipal.  

Para el caso mendocino, el impacto de la Junta Regula-
dora de Vino resultó de obvio interés, aunque la “respuesta na-
cional” a la crisis pareció obnubilar preguntas sobre los agen-
tes provinciales o locales en este proceso. En efecto, recientes 
estudios dan cuenta de cómo la crisis de 1930 significó una 
oportunidad para la emergencia de diversas agroindustrias en 
la provincia, a partir de políticas sectoriales (Rodríguez Váz-
quez, 2019). Dichas agroindustrias obligaban a mejorar y ex-
pandir la disponibilidad de agua para uso agrícola e industrial, 
precisamente, en una provincia caracterizada por escasas pre-
cipitaciones. Para dar respuesta surgió, nuevamente, el Estado 
a través de una dependencia con numerosas particularidades 
en su gobernanza (Ortega, 2020). En el caso de la sanidad, la 
crisis no tardó en afectar la prestación de los servicios produ-
ciéndose, en ciertos casos, cambios jurisdiccionales y una cen-
tralización en el Estado provincial de responsabilidades muni-
cipales (Hirschegger, 2018).  

A partir de estos supuestos, en este capítulo nos propone-
mos analizar y desentrañar el entramado institucional de tres 
agencias nodales para el devenir socioeconómico de la provin-
cia: agua, agroindustrias y salud, cuya atención estatal crista-
lizó, en el período estudiado, en el Departamento General de 
Irrigación (DGI), la Dirección de Industrias y Fomento Agrí-
cola (DIyFA) y la Dirección General de Salubridad (DGS), res-
pectivamente. El enfoque está puesto no sólo en la ampliación 
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de funciones para los organismos sino también en los rasgos 
adquiridos a partir del desempeño real de cada uno.  

Va de suyo que eran áreas susceptibles de intervención 
por otras dependencias que tendrían intereses mancomuna-
dos, en función de lo cual surgen interrogantes acerca de cómo 
la prédica por un mayor tecnicismo en el Estado significó un 
grado de modernización, racionalización y/o especialización 
de cada una de ellas, así como la posible superposición con 
áreas de ejecución similares. A su vez, ¿puede identificarse un 
criterio homogéneo que operaba como mandato superior 
para cada una de ellas?, y finalmente, ¿cómo cristalizaron estas 
categorías en la dinámica cotidiana? Para responder tales inte-
rrogantes, tras una breve caracterización de estas agencias, es-
tructuramos el trabajo considerando algunos aspectos atinen-
tes a las capacidades estatales. Por un lado, algunos componen-
tes de las capacidades administrativas-organizacionales como, 
por ejemplo, la situación presupuestaria, la distribución de 
funciones y la profesionalización de los equipos y las modali-
dades de interacción con agentes locales. Por otro, haremos 
hincapié en un aspecto de la capacidad política1 a partir del 
análisis de las vinculaciones interjurisdiccionales.  

Además, para la reconstrucción del proceso de forma-
ción, evolución y desempeño de estas agencias nos basamos 
                                                           
1 Existe dentro del concepto de capacidades estatales una dimensión 

relativa a la capacidad política de las agencias estatales en la que, para 
evaluar su desempeño, deben considerarse aspectos contextuales, 
sobre los cuales las agencias no tiene control, como son las restric-
ciones asociadas a las reglas de juego (formales e informales), las re-
lativas a las relaciones interinstitucionales e interjurisdiccionales y, 
por último, las restricciones asociadas a la situación socioeconómica 
y al contexto político nacional e internacional. Por otro lado, analizar 
la capacidad estatal de las agencias invita a indagar también aquellos 
factores inherentes a las agencias, es decir, los relacionados a las es-
tructuras organizativas y procedimientos, a la distribución de fun-
ciones, la capacidad financiera y física e incluso la capacidad de los 
individuos a cargo de la ejecución de las tareas (Completa, 2016, p. 
8).  

  



¿Qué hace el Estado en Mendoza? Funciones y rasgos de las agencias             
provinciales en tiempos de crisis y regulación (1928-1943) 

 

121 
 

en la consulta y sistematización de fuentes oficiales éditas que 
funcionaron como dispositivos de difusión sistemática de los 
programas y resultados de los gobiernos demócratas. Tales 
fueron los boletines oficiales, mensajes y memorias de go-
bierno, anuarios estadísticos, publicaciones especializadas 
como el Boletín Agrícola que publicó la Dirección de Indus-
trias entre 1935 y 1941 con información técnica sobre la mar-
cha de las diversas agroindustrias que eran objeto de fomento 
estatal; y a partir de 1940, el Boletín Informativo, editado por 
el Instituto de Investigaciones Económicas con datos sobre sa-
lario, condiciones de vida, precios y agroindustrias en la pro-
vincia. El análisis también se sustentó en expedientes elabora-
dos por las dependencias analizadas e informes contenidos en 
los Archivos del Agua (Departamento General de Irrigación) 
(Martín et al, 2020) y el General de la Provincia de Mendoza. 
Finalmente, la prensa local aportó elementos para reconstruir 
las discusiones en el espacio público, identificar las principales 
demandas sectoriales y comprender el contexto en que se 
desenvolvieron las agencias.  

 
Características institucionales de las                     
dependencias a partir de sus reformas  

 
Las agencias analizadas fueron creadas entre fines del siglo 
XIX y principios del XX, en respuesta a las demandas de una 
sociedad que se ampliaba al ritmo del flujo inmigratorio y 
transitaba un marcado proceso económico modernizador, sig-
nado por la implantación de la vitivinicultura de base capita-
lista (Richard-Jorba, 1998).  

La más antigua de las dependencias fue el DGI, que sur-
gió en 1884 como Departamento de Aguas, cuando fue sancio-
nada la Ley de Agua. Esta norma otorgó exclusividad al orga-
nismo para la administración y distribución del recurso a tra-
vés de la red primaria (diques y canales matrices) en la provin-
cia. Además, la normativa le brindó autonomía, estabilidad 
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política y autarquía financiera para resguardarlo de los vaive-
nes políticos. Se apuntó a la institucionalización del sistema de 
riego, junto con otras especificidades: la concesión del agua se 
realizaría mediante una ley concreta; el derecho de riego sería 
inherente al predio (no pudiéndose vender separadamente el 
agua del predio); los regantes participarían de la gestión del 
agua en su reparto secundario y terciario, a partir de la elec-
ción de autoridades de canales y su organización en inspeccio-
nes de cauces (en adelante IC); y por último, las grandes obras 
hidráulicas debían contar con la aprobación de la Legislatura. 

Internamente, la dependencia se organizó a partir de dos 
órganos: la Superintendencia, dirigida por un ingeniero electo 
por una terna propuesta por el Poder Ejecutivo al Senado pro-
vincial; y un Consejo de Apelaciones con competencia para re-
solver las controversias entre regantes y entre éstos y el DGI, 
integrado por usuarios representativos de cada una de las 
cuencas hídricas más importantes de la provincia (ríos Men-
doza, Tunuyán, Atuel y Diamante). 

La gravitación del condicionamiento natural de la pro-
ducción agrícola a la oferta de agua en una provincia semide-
sértica, otros importantes usos del agua, algunos vitales para la 
población (abastecimiento poblacional), y la producción y ser-
vicios (generación de fuerza motriz, la construcción de defen-
sas aluvionales, el riego del arbolado público etc.) explican la 
centralidad del organismo en el escenario provincial.   

La otra agencia analizada, Dirección General de Salubri-
dad (DGS), fue creada en 1897 y ejerció sus atribuciones bajo 
la órbita del Ministerio de Industrias y Obras Públicas, en re-
emplazo del Consejo Provincial de Higiene (1891). Entre sus 
potestades estuvo la higiene y salud pública, inspección y vigi-
lancia de las aguas, vacunación antivariólica y profilaxis de di-
versas enfermedades. Otras funciones que asumió fue la ad-
ministración de los nosocomios y el transporte de infectocon-
tagiosos, la desinfección de cementerios y la inspección de las 
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inhumaciones2. En 1927, con el Dr. Juan Antonio Orfila al 
frente de la agencia, se dictó la Ley de Sanidad Nº 926, que 
otorgó al organismo amplias competencias en la profilaxis y la 
administración de dispensarios antivenéreos y antitubercu-
losos, como así también la asistencia infantil y maternal. Esta 
misma normativa colocó bajo su jurisdicción la inspección 
técnica de la higiene pública, vacunación, profilaxis de las en-
fermedades infecto-contagiosas, epidemias, policía sanitaria, 
droguería central y depósito de material médico. También, 
dispuso crear una escuela de enfermeros y masajistas 
(Hirschegger, 2018). En concreto, este cúmulo de atribuciones 
y responsabilidades obligaba a la dependencia a tener un am-
plio alcance territorial y a coordinar con los municipios, 
puesto que éstos constituían el nivel estatal más próximo al 
ciudadano y responsable primario de la salubridad pública.  

Asimismo, dado que esta legislación se sancionó en un 
contexto de formación y regulación de las actividades profe-
sionales3, también reguló de manera exhaustiva el ejercicio de 
la medicina, la obstetricia y la actividad farmacéutica. La ley 
determinaba que sólo podrían ejercer la profesión quienes se 
hubieran titulado de una universidad nacional o los extranje-
ros, que lo hubiesen revalidado, mientras que con anteriori-
dad, en algunos casos, la DGS podría elegir “idóneos” sin título 
habilitante. Además, las vacantes en puestos técnicos de hos-
pitales y Asistencia Pública serían cubiertas por concurso (Luis 
y Aguerregaray, 2020).  

Ya durante el conservadurismo mendocino, el Dr. Orfila 
fue sucedido por el Dr. José María Gutiérrez como Director 
General de Salubridad (1932-1936). En 1938, el médico Carlos 
Puga estuvo al frente del organismo (1936-1940), y por un 

                                                           
2 Le competía también dictar disposiciones de carácter general y local 

con carácter de ley, como en el caso de las epidemias (Luis y Cirvini, 
2021).  

3 En 1922 se había presentado un proyecto de ley para reglamentar las 
carreras de Ingeniería, Agrimensura y Arquitectura.  
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cambio organizativo a nivel ministerial la dirección pasó a de-
pender del Ministerio de Gobierno y Asistencia Social4. Esto 
significó un reordenamiento institucional hacia una mayor 
asociación y coordinación de las cuestiones de salud y asisten-
cia social, unificando asuntos que antes eran atendidos sepa-
radamente. Asimismo, se entiende la pertinencia de este cam-
bio dado que tradicionalmente ha sido el Ministerio de Go-
bierno el brazo conductor de las relaciones político-institucio-
nales con los municipios y, las atribuciones y competencias de 
la DGS debían tener, como se expuso, aceitados vínculos con 
estas entidades territoriales.  

Conjuntamente a lo anterior, las cuestiones laborales, la 
protección de los menores y niños, las subvenciones a institu-
ciones de beneficencia, entre otros temas, estaban bajo la ór-
bita del Ministerio de Gobierno, mientras que todo lo concer-
niente a la DGS quedaba bajo jurisdicción del Ministerio de 
Industrias y Obras Públicas. Por lo tanto, a partir de esta nueva 
ley un único ministerio absorbió lo relativo a regímenes o sis-
temas carcelarios y de establecimientos penales y correccio-
nales, el Patronato de Liberados y Menores, la protección de 
personas con alguna condición limitante de sus capacidades 
(como sordomudos, ciegos, delincuentes, abandonados, etc.), 
los reformatorios, asilos y colonias, la protección a la madre y 
al niño, la legislación del trabajo, el seguro obrero y el seguro 
social, la salubridad, los hospitales, salas de primeros auxilios, 
consultorios, dispensarios y servicios sanitarios en general y la 
policía sanitaria. Además, se subvencionó a hospitales, asilos, 
colonias, o corporaciones de ayuda social, es decir, conjugó a 
su cargo una amplia variedad de temáticas (Hirschegger, 2018).  

Debe destacarse que, en relación con ciertas enfermeda-
des, el área estatal mantenía vínculos con el sector no estatal, 
por ejemplo, con la Liga Argentina contra la Tuberculosis. Di-
cha relación, que implicaba coordinación/organización de ta-

                                                           
4 Boletín Oficial de la Provincia de Mendoza, Ley Nº 1.294, 14-01-1939.  
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reas y asignación de recursos económicos estatales, no siem-
pre fue fructífera, limitando la capacidad operativa de aquella 
institución sin fines de lucro.  

Por otro lado, la Dirección General de Industrias (DI en 
adelante) fue inaugurada en 1908, en un contexto de acelerada 
expansión de la vitivinicultura que continuó hasta 1912. La se-
gunda gobernación de Emilio Civit (1907-1910) cristalizó en 
diversas reformas institucionales por su firme convicción de 
que la gestión gubernamental debía atender diversos aspectos 
de la coyuntura económica de la provincia, así como las de-
mandas emanadas del incremento poblacional. Entre nume-
rosas medidas, dispuso la creación del mencionado Ministerio 
de Industrias y Obras Públicas para ejecutar obras públicas, 
vialidad, irrigación, industria, ganadería, agricultura, salubri-
dad e higiene (Giamportone, 1998). La citada Dirección abarcó 
varias áreas de incumbencia: Agricultura, Ganadería, Minería, 
Química, Parque del Oeste e Inspección de Industrias. A través 
de nuevos decretos, esta agencia fue reformada en corto 
tiempo para satisfacer las demandas de modernización del 
sector vitivinícola y, en especial, para fiscalizar la vinificación 
como respuesta a las condiciones deficitarias y hasta fraudu-
lentas en la elaboración de vino, señalada como una de las cau-
sas de la crisis de sobreproducción entre 1901-1903 (Raffa y 
Rodríguez Vázquez, 2021; Rodríguez Vázquez y Barrio, 2022). 
Ahora bien, en la práctica se orientó al control y fiscalización 
de la vitivinicultura en la fase agrícola (cosecha de uva), y sobre 
todo en la etapa industrial y en la comercialización en los cen-
tros de expendio (Barrio, 2010a) hasta los años veinte, cuando 
amplió sus intereses hacia otras actividades agrícolas y pasó a 
denominarse Dirección de Fomento Agrícola e Industrial (en 
adelante DFAeI). En la década de 1930 esta dependencia co-
menzó a funcionar como una subdirección dentro del Minis-
terio correspondiente, y sumó a su larga lista de responsabili-
dades, la divulgación de técnicas agroindustriales, mediante 
publicaciones y conferencias. Complementaba así las iniciati-
vas del Ministerio de Agricultura de la Nación a través de su 
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red de agrónomos regionales. Este entramado institucional 
guarda correspondencia con lo señalado por Cian (2025) para 
las dependencias técnicas de Entre Ríos en los años ‘30.  

A su vez, las sucesivas crisis que afectaron a la creciente 
agroindustria regional provocadas, principalmente, por su 
fuerte dependencia a los vaivenes de la economía nacional y 
provincial, estimularon la acción estatal para disminuir los 
efectos de las coyunturas adversas (Mateu y Stein, 2008; Ba-
rrio, 2016). Tal es el caso de la profundización de la fiscaliza-
ción al sector y el aumento y/o creación de impuestos, lo que 
generó una tensión permanente entre el gobierno y los secto-
res agroindustriales5. Esta tensión no quedó circunscripta so-
lamente a esa relación, sino que también se produjo entre la 
DFAeI y la Oficina de Impuestos Internos, pues ambas tenían 
injerencia sobre el control de la vinificación. Al mismo tiempo 
se identificaron medidas para fomentar otras industrias de 
base agrícola para diversificar la matriz productiva como las 
políticas de sustitución de importaciones y fomento del con-
sumo interno como paliativos (Martin, 1992). En ese marco, la 
provincia impulsó producciones como aceitunas, tomates y 
manzanas para el consumo en fresco e industrialización 
(aceite, extractos, conservas y sidra) (Rodríguez Vázquez, 
2019). Observamos así que en la DI local se produjo cierto so-
lapamiento con funciones asignadas también a agencias nacio-
nales y un esfuerzo, primero, por especializar la dependencia 
en cuestiones vitivinícolas y, finalmente, la ampliación de fun-
ciones para atender los requerimientos de una agroindustria 

                                                           
5 Respecto del sector vitivinícola, los estudios existentes aluden a la 

Dirección de Industrias en las primeras décadas del siglo XX 
(Abraham, 2019; Raffa y Rodríguez Vázquez, 2020; Rodríguez Váz-
quez y Barrio, 2022); para un período posterior refieren al Instituto 
Nacional de Vitivinicultura que era (y es) un ente nacional autónomo 
creado en 1959, es decir cuando el campo disciplinar y las burocra-
cias estatales tenían un mayor grado de especialización e institucio-
nalización (Hernández, 2014 y Mateu e Iriart, 2017). 
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en transformación (Raffa y Rodríguez Vázquez, 2021; Rodrí-
guez Vázquez y Barrio, 2022) (Ver Cuadro N° 1).  

Esta reseña acerca de las dependencias demuestra, orgá-
nicamente, la multiplicidad de funciones asumidas y las áreas 
de cobertura para atender las demandas y problemas relacio-
nados con el agua, la salud y la agroindustria. A su vez, hubo 
singularidades en su concepción y diseño, por un lado, el DGI 
con una autonomía y autarquía casi propia de otro poder, 
mientras que dependencias tan dispares en sus funciones 
como salud y agroindustria estaban bajo la égida, en un primer 
momento, de un mismo Ministerio. Estos derroteros singula-
res, observados en conjunto, permiten reflexionar sobre las 
modalidades y matices que adoptaron las ideas sobre moder-
nización y racionalización en las primeras décadas del siglo 
XX e impactaron en las diversas gestiones en una constante 
divergencia por especializar su campo acción y/o ampliar sus 
áreas de influencia, decisiones que se tornaban complejas de 
implementar en una coyuntura de crisis6. En virtud de lo ex-
puesto, planteamos núcleos temáticos para el análisis en con-
junto del funcionamiento de estas dependencias en la década 
de 1930, y de esta manera observar la dinámica institucional 
en el marco de un contexto socioeconómico de mayor inter-
vención estatal.  

                                                           
6 En efecto, “(...) en cada etapa histórica la idea de modernización ad-

quirió especificidades propias que demandan un análisis situado 
para evitar traspolaciones históricas. Otro tanto puede afirmarse en 
relación con la idea de racionalización, que en tiempos recientes ha 
estado estrechamente asociada con ajuste y recorte, mientras que en 
otras épocas de la historia implicó ordenamiento y perfecciona-
miento de las estructuras. Luego, el cambio institucional, entendido 
como expresión de la alteración en el balance de poder, no necesa-
riamente conduce al cambio organizacional; ni cambios organiza-
cionales involucran necesariamente cambios institucionales. En la 
década de 1930 el estado amplió el campo de sus actividades, repli-
cando esquemas organizacionales existentes, y es en el peronismo 
clásico cuando los cambios institucionales condujeron a un replanteo 
en el plano organizativo” (Berrotarán y Pereyra, 2012, 23). 
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Cuadro Nº 1: Departamento General de Irrigación, 
Dirección de Industrias y Fomento Agrícola y la Di-
rección General de Salubridad: modificaciones y ar-

ticulaciones institucionales 

 

 
AGENCIA 

Departa-
mento de 

Aguas 

Dirección 
de Salu-
bridad 

Dirección 
de Indus-

trias 
Año de 

creación 
1894 1897 1908 

Normativa 
de creación 

Ley de Aguas 
(1884) y Cons-
titución Pro-
vincial (1916). 

Ley Nº 34  

 
Reporta 

Gobierno Pro-
vincial/ 

P. Legislativo  

Ministerio de 
Industria y 
Obras Públi-
cas 

MIOP desde 
1902 

 
 
 

Funciones 
iniciales/ 

Áreas  
priorita-

rias 

Legales: Juez 
de aguas/ re-
solución de li-
tigios entre 
particulares y 
entre estos y la 
autoridad del 
agua. Admi-
nistrativas: 
control de ges-
tión de las Ins-
pecciones de 
cauce, elabo-
ración de pre-
supuestos y 
recaudación. 
Técnicas: me-
dición de dis-
ponibilidad 
hídrica, plani-
ficación.  Agua 

Inspección y 
vigilancia de 
aguas, cemen-
terios, vacu-
nación antiva-
riólica y profi-
laxis de enfer-
medades. Ges-
tión y admi-
nistración: lo-
gística de in-
sumos. Tras-
lado de pa-
cientes, admi-
nistración de 
nosocomios, 
gestión de 
epidemias.  
Higiene y 
salud pública. 

Control y fis-
calización: 
adulteracio-
nes, expendio, 
calidad, etc. 
Impositivas: 
creación de 
impuestos en 
fases cíclicas. 
Técnicas: es-
tadísticas y 
conocimien-
tos (informes).    
Agricultura 
ganadería, 
minería, 
química, 
Parque del 
Oeste, Indus-
trias. 
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para la Pro-
ducción. 

Cambio de 
denomina-
ción o de-
pendencia 

Departamento 
General de 
Irrigación 

1938: traslado 
de la DGS al 

Ministerio de 
Gobierno. 

Dirección de 
Fomento 

Agrícola e In-
dustria/Direc-
ción Provin-
cial de Indus-

tria 

 
 

Funciones 
asumidas 
en los ‘30 

Planificación 
hidráulica e 
hidroeléctrica 

Se suman las 
de asistencia 
social (siste-
mas penales, 
de discapaci-
dad, anciani-
dad, protec-

ción de la ma-
dre y del niño, 
legislación del 
trabajo, salu-
bridad, servi-
cios y policías 

sanitarios). 

Se amplió a 
políticas de 
fomento y 
control de 

agroindustrias 
diversas 

(fruti-, olivi y 
horticultura). 

 
Vinculacio-
nes interi-
nstitucio-

nales 

Dirección Pro-
vincial de 

Desagües y 
con la Comi-
sión de Estu-
dios de obras 
de riego e hi-

dráulica 
(MEOPyR) 

Liga Argen-
tina contra la 
Tuberculosis 

(LACT). 

Oficinas Quí-
micas y de 

Impuestos In-
ternos (Juris-
dicción Na-

cional). 

 
Fuente: elaboración propia sobre la base del Boletín Oficial de la Pro-
vincia de Mendoza (1907, 1918, 1920, 1932, 1932, 1933, 1940); Informe 
anual sobre la marcha de la administración pública período 1935-36 (1936); 
Memorias del Departamento General de Irrigación (1935-1942); Memorias 
del Ministerio de Economía, Obras Públicas y Riego (1938-1941), Tomo VIII; 
Provincia de Mendoza (1933). Provincia de Mendoza (1935); Provincia 
de Mendoza (1938). Tomos II y III.  
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La dinámica institucional  
Al abordar estas dependencias debemos entender que, en paí-
ses occidentales, se estaba bajo el imperativo del modelo de 
administración pública de matriz weberiana; es decir, un sis-
tema dirigido a garantizar la racionalidad de las acciones, y de 
la impersonalidad en las respuestas al administrado, en con-
traposición al sistema de patronazgo, basado en sujeciones 
personales (Ramió, 2017). En las administraciones argentinas 
de los años treinta, este fue el ideal a seguir, enfocándose en 
las nociones de racionalización y modernización. Concomi-
tante, operó una reconfiguración sobre el rol que debía 
desempeñar el Estado, tornándose más interventor y aten-
diendo nuevas demandas económicas y productivas y de la so-
ciedad civil, como ya ha sido señalado. Tales nociones impac-
taron en las agencias estatales, encargadas de dar respuestas a 
estas nuevas demandas. Este tema nos lleva a dialogar con con-
ceptos como el de capacidades estatales. En este sentido, exis-
ten robustos desarrollos teóricos acerca de las dimensiones de 
las capacidades estatales como los de Oscar Oszlak y Edgardo 
Orellana (2001) y profundizaciones posteriores de los mismos 
(Oszlak, 2004; Repetto, 2009; Alonso, 2007; Completa, 2016), 
como también trabajo que aplicaron esta perspectiva en estu-
dios históricos (Ortega y Hirschegger, 2014; Lluch y Cornelis, 
2022, entre otros). Esta bibliografía sugiere que a la hora de 
evaluar capacidades estatales sean abordadas las dos dimen-
siones que éstas poseen, a saber: una interna (centradas en la 
administración o estructura) y otra externa (referida a la faz 
interactiva con la sociedad por parte de las agencias), e incluso 
algunos admiten en esta dimensión a las relaciones interjuris-
diccionales e interinstitucionales, puesto que el logro de obje-
tivos de una agencia puede verse comprometido por el accio-
nar de otros actores públicos. Es claro que la capacidad estatal 
de una agencia excede su capacidad interna, administrativa o 
intraorganizacional, y muchas veces una alta capacidad en este 
ámbito no garantiza la completa consecución de objetivos o 
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eficiencia de la agencia debido a otros factores no controlables 
y que hacen a la capacidad política de la agencia en cuestión.  

Ahora bien, en el caso de Mendoza, adquirieron especial 
relevancia las reconfiguraciones señaladas respecto al rol esta-
tal y de las administraciones debido al cambio de signo polí-
tico, pasando de una gestión lencinista afectada por sucesivas 
intervenciones federales (Richard-Jorba, 2013), que melló toda 
posibilidad de continuidad en la implementación de políticas 
públicas, a una administración demócrata que procuró dotar 
de estabilidad, racionalidad técnica y continuidad a la gestión 
(Lacoste, 1992). No obstante, la crisis económica imprimió 
desafíos en el período inicial de esta administración, que im-
pactaron en la concreción de muchas políticas.  

 
Capacidades organizativas y/o administrativas 

 
Recursos económicos y cambios organizacionales  

 
Los años treinta fueron fructíferos en la organización de de-
bates y conferencias acerca del rumbo del país, así como en la 
formulación de diagnósticos para la elaboración de planes y 
propuestas de “avance estatal” sobre diversos aspectos y pro-
blemáticas del período, en un contexto de merma de ingresos 
fiscales y partidas presupuestarias. El Estado provincial no 
permaneció ajeno a esa tendencia, por lo cual resulta suge-
rente atender a los diversos tópicos debatidos, así como cono-
cer el impacto en la conformación interna de las agencias lo-
cales.   

En primer lugar, el DGI enfrentó en 1932 un conjunto de 
desafíos referidos a su organización interna, y en la elabora-
ción de información específica para distribuir el agua eficien-
temente. Es probable que la generación de esta información 
novedosa fuera una respuesta estatal a los proyectos de diver-
sificación productiva que implicaba extender las superficies 
irrigadas para nuevos cultivos. Pero también significó ampliar 
las posibilidades de recaudación del organismo (en vista de su 
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autarquía financiera), un aspecto clave si se tiene en cuenta que 
la principal fuente de recursos (la vitivinicultura) atravesaba 
una larga y grave crisis.  

El servicio de agua de riego y parte de la estructura del 
DGI se sustentaba con el pago de una cuota que realizaban los 
regantes. Pero, al mismo tiempo, los regantes abonaban otro 
concepto para sostener a la Inspección de Cauces (IC) a la cual 
pertenecían. Éste importe contribuyó a financiar aspectos bá-
sicos de la estructura de la IC y las obras anuales. Entre los años 
´20 y comienzos de los ´30 la recaudación de ambas obligacio-
nes era realizada por las IC. Esto les permitía posteriormente 
remitir los importes a la sede central del DGI, con lo cual cual-
quier deficiencia o mora en la recaudación realizada por las IC 
repercutió considerablemente en el desenvolvimiento del 
DGI. Por ejemplo, en 1935 sobre una recaudación estimada de 
$454.780 m/n solo se obtuvo $299.218,18. Esta situación cons-
tituyó una tendencia del período analizado (Ver Gráfico Nº 1). 

Ahora bien, en las diferencias en el cálculo estimado y lo 
efectivamente recaudado por el DGI, intervinieron diversos 
factores. Uno de ellos fue la deficiente información existente 
en los registros disponibles en la dependencia. El DGI no lo-
graba estimar ni registrar correctamente las hectáreas servidas 
con agua para riego. Estas falencias propiciaban situaciones 
engorrosas dado que “aparecían inscritas en un cauce propie-
dades que riegan por otro, o que teniendo aguas de dominio 
privado riegan por cauces públicos”1. Estas dificultades impul-
saron cambios para modernizar los sistemas de registro de 
propiedades y derechos de agua, mediante su unificación y la 
constatación física de los terrenos y derechos de agua por 
parte del DGI. Esos inconvenientes se replicaron también en 
el cálculo de los caudales de los ríos, información necesaria 
para poder establecer los coeficientes de riego y distribuir así 
el agua. Cálculos que se veían afectados además por restriccio-
nes técnicas (por ejemplo: los instrumentos disponibles y la 

                                                           
1 Memoria del Departamento General de Irrigación, 1935, p. 6.  
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correcta determinación de los puntos geográficos y su repre-
sentatividad para la medición), físicas (accesibilidad geográ-
fica), y de recursos humanos (disponibilidad de personal capa-
citado), etc.  

 
Gráfico Nº 1: Recaudación estimada y realizada por el DGI 

(1930-1942) 
 

 
 
Fuente: elaboración propia sobre la base de las Memorias del 
Departamento General de Irrigación, 1936-1937, p. 36; 1938, p.45; 
1946, p. 29. 

 
Ante este panorama organizacional, las autoridades ela-

boraron planes para la adquisición de instrumental específico 
(aforadores, líneas limnimétricas, y limnígrafos) (Villareal, 
2019), como en la creación, por caso, de la sección agronómica. 
Ésta última tuvo entre otras funciones elaborar un censo de 
cultivos (1935), brindar recomendaciones técnicas, etc. algo 
que se superpuso con otras dependencias provinciales como 
el Instituto Técnico de Investigaciones y Orientación Econó-
mica de la Producción (D`Agostino, 2019). También diseñaron 
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obras para mantener la red hídrica existente y, además, con-
cretar grandes embalses. De este modo, un primer conjunto 
de obras relativas a los desagües, en los confines de la red, fue-
ron localizadas en los departamentos de Lavalle (noreste), San 
Martín, Rivadavia, Junín (este), y en el sur provincial Gral. Al-
vear y San Rafael, donde se anegaban tierras y caminos; con-
tando con financiamiento nacional para su logro (Ortega, 
2020). Posteriormente se avanzó sobre todo el río Tunuyán. 
El DGI articuló con una unidad especial de reciente creación 
y dependiente del Ministerio de Economía, Comisión de Es-
tudios y Obras de Riego e Hidráulica (1938-1941) (Ortega, 
2025), para la construcción de un dique derivador de aguas en 
el tramo alto del río citado (Dique Valle de Uco). Luego fueron 
reacondicionados antiguos diques (Medrano y Phillips) para 
regular los caudales y aumentar la oferta de agua a los tramos 
medio y bajo del río. 

Lo expuesto sugiere que en este período hubo un es-
fuerzo por recabar información en el terreno y sistematizarla, 
con vistas a hacer más eficiente la recaudación, sostén funda-
mental del funcionamiento organizacional y para la realiza-
ción de obras menores (como pequeños puentes, compuertas, 
acondicionamiento de acequias, entre otros) a cargo de la de-
pendencia. Información que además se constituía en un va-
lioso insumo tanto para alcanzar una distribución más equita-
tiva y una recaudación más eficiente, y también para lograr 
una planificación más acorde con la realidad. Asimismo, estas 
carencias en la producción de información relevante se repli-
caron en otras áreas de acción del gobierno provincial. 

Por otro lado, la DGS, no disponía de mecanismos recau-
datorios propios, sino que su financiamiento dependía exclu-
sivamente de partidas presupuestarias provinciales y de even-
tuales subsidios nacionales. Esto marcaba una diferencia res-
pecto de otras reparticiones. Al analizar las partidas presu-
puestarias destinadas a la dependencia identificamos dos eta-
pas. En la primera, es previsible que la crisis económica afec-
tara las asignaciones presupuestarias, que entre 1932 y 1934 
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disminuyeron (Gráfico Nº 2), lo cual impactó ostensiblemente 
en los recursos disponibles para gestionar, por ejemplo, el área 
hospitalaria. Durante la gobernación de Ricardo Videla (1932-
1935), los establecimientos provinciales tuvieron dificultades 
para cumplir con algunas de las funciones asignadas por la ley 
de sanidad. Como consecuencia directa, mermaron los servi-
cios de traslado y atención a enfermos hospitalizados, desin-
fecciones, farmacia, y los enfermos atendidos por estos esta-
blecimientos (Gráfico Nº 3).  

 
Gráfico Nº 2: Provincia de Mendoza. Dirección General de 
Salubridad (1932-1940). Partidas presupuestarias (en pesos) 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Elaboración propia sobre la base de los datos de Pro-
vincia de Mendoza (1942).   

 
Al comenzar la década de 1930, la mortalidad infantil fue 

uno de los problemas sanitarios más graves en Mendoza. Las 
prestaciones vinculadas a la protección de la maternidad y pri-
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mera infancia2 sufrieron la misma suerte que aquellas destina-
das a la población en general, pasando de $417.189 m/n en 1932 
a $381.625 m/n en 1934.  

 
Algunos avances comenzaron a producirse a mediados 

de la década. Como puede verse en el Gráfico Nº 2, la salida de 
la crisis económica permitió torcer esa tendencia decreciente 
en cuanto a recursos disponibles, derivando ello en una mayor 
prestación de servicios (Gráfico Nº 3). Sin embargo, esto úl-
timo no sólo respondió a una mayor disponibilidad de recur-
sos sino a las acciones del poder político orientadas a una ma-
yor racionalidad técnica en la administración y prestación de 
servicios, lo que apuntaba a una mejora en la distribución de 
gastos. Fueron creados algunos instrumentos que permitieron 
conocer las verdaderas necesidades de las dependencias y es-
tablecer orden de prioridades, tal el ejemplo de los inventarios 
sobre existencias de los establecimientos, el control de distri-
bución de insumos por parte de la Droguería o Despensa Cen-
tral, y la designación de comisiones para realizar un sistema 
de estadística analítico que permitiera conocer la situación de 
cada establecimiento (hospitales, salas, etc.). Se abordó el pro-
blema de la atención de enfermos no urgentes en la asistencia 
pública que impedía prestar primeros auxilios de urgencia, 
mediante la creación del servicio de Orientación de Enfermos, 
que los distribuía hacia las distintas especialidades; se creó 
además un fichero general y una Oficina de Estadística Cen-
tral. Por otra parte, se procedió a reorganizar los consultorios 
externos de los hospitales, con el fin de prestar una eficaz aten-
ción a los enfermos no urgentes.  

 

                                                           
2 Incluían atención en consultorios de lactantes y de obstetricia, régi-

men dietético (lactancia, alimentación), inyecciones y vacunación, 
inspección domiciliaria, recetas, etc.  
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Gráfico Nº 3: Provincia de Mendoza. Dirección General de 
Salubridad y Asistencia Pública. Número de Servicios de 

gestión hospitalaria (1932 y 1937) 
 

 
 
Fuente: Elaboración propia sobre la base de los Anuarios 

de la Dirección General de Estadísticas de la Provincia de Mendoza 
(1932-1937); Provincia de Mendoza, 1942. 

 
Para el caso de las agroindustrias, diversas voces brega-

ban por una dependencia que, además de controlar las bode-
gas y sus productos “protegiera otras industrias derivadas” y 
que extendiera su acción a otras actividades como “aserrade-
ros, carpinterías mecánicas, canteras y por gradaciones sucesi-
vas se llegara con una lógica protección a obtener el arraigo 
ventajosos de otras ramas industriales”3. Sin duda, las políticas 
proteccionistas que dinamizaron la industria vitivinícola 
desde mediados de la década de 1880 fueron luego reclamadas 
por otros sectores. Pero también esta discursividad funcionó 
como prolegómeno de las iniciativas estatales de fomento in-
dustrial durante los gobiernos de la década de 1930. En este 

                                                           
3 Los Andes, 12-02-1929, p. 3.  
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estímulo estatal operaron factores importantes: la estabilidad 
institucional de los gobiernos conservadores, la crisis de la vi-
tivinicultura y la oportunidad para las economías regionales 
de abastecer el mercado interno con productos locales por la 
contracción de la importación (Rougier y Odisio, 2017; Belini, 
2017; Belini y Rodríguez, 2021). 

El convencimiento sobre este cambio fue reiterado en los 
documentos oficiales de esa década4 y se tradujo en la sanción 
de un corpus normativo de exenciones impositivas y primas 
para las industrias que procesaran materia prima local5. Esta 
política, que también alcanzaba a la industrialización de los 
subproductos de la vinificación (alcohol vínico, vinagre de 
vino, aceite de semillas de uva), contó con amplia aprobación 
pública puesto que respondía a un extenso debate sobre los 
mecanismos para generar nuevos ingresos a la economía local. 

Bajo ese influjo, a partir de 1935 se inauguraron fábricas 
de ácido tartárico, fósforo, pasas de uva, de jabón, de levadu-
ras, lubricantes, bolsas de cáñamo, aceite, de conservas de fru-
tas y hortalizas, y papel para envolver6. Además, se generaron 
encadenamientos productivos; por ejemplo, el excedente 
anual de fruta impulsó su industrialización (conservas), o los 
aserraderos para fabricar cajones. Lo cierto es que hacia 1941 
había más de cincuenta nuevas industrias7, de diversa capaci-
dad productiva. 

Los numerosos dispositivos y requerimientos para la im-
plementación de este programa, vigente durante toda la ges-
tión demócrata, recayeron bajo la égida de la DFIyA, así como 
también los equipos de control y mecanismos de fiscalización 

                                                           
4 Informe anual sobre la marcha de la administración pública período 1935-

36 del Gobernador de la Provincia Dr. Guillermo G. Cano a la Honorable 
Legislatura (1936), p. 130.  

5 Provincia de Mendoza. Recopilación de leyes sancionadas desde 1926 
hasta 1937, Leyes  N° 1008 y 1069/33, 1083 y 1139/34, 1165 y 1168/35, 
1337/38, Mendoza, 1938.  

6 Boletín Agrícola -BO-, 1940, Mendoza: Imprenta Oficial, p. 18.  
7 Los Andes, 03-11-1941.  



¿Qué hace el Estado en Mendoza? Funciones y rasgos de las agencias            
provinciales en tiempos de crisis y regulación (1928-1943) 

139 
 

de las nuevas fábricas, de la vigilancia fitosanitaria y experi-
mentación con nuevas variedades de plantas a través del vi-
vero oficial8. Es decir, que se multiplicaría la funcionalidad de 
la dependencia y con ello los recursos requeridos para la im-
plementación de mecanismos de control. Las partidas presu-
puestarias disponibles permiten observar, en 1933 y 1934, que 
el Ministerio de Industrias recibió $3.000.0009. De ese total, 
casi un 75% se destinaba a gastos de funcionamiento y mante-
nimiento de servicios y salarios profesionales de la mencio-
nada Dirección de Salubridad. Mientras que las diversas fun-
ciones que cumplía la Dirección de Industrias, desde la elabo-
ración de estadísticas hasta la inspección de la elaboración en 
fábricas de alimentos y bebidas, e incluso la impresión de fo-
lletos técnicos para difundir nuevos cultivos y controlar pla-
gas,  representaron $421680 en 1933; y $409.800 en 193410. A 
partir de entonces, este valor fue notoriamente alterado por la 
implementación de la ley de Unificación de Impuestos Inter-
nos, que desplazó buena parte de la recaudación de la jurisdic-
ción provincial a la nacional.  

Lo expuesto confirma que las demandas y necesidades 
del contexto local constituyeron, efectivamente, el germen de 
la ampliación de áreas de incumbencias estatales. Proceso que 
no fue privativo de Mendoza sino que registra tendencias si-
milares en otras zonas del país (Ortiz Bergia, 2015, 2022). Asi-
mismo, identificamos una etapa de atención de las cuestiones 
más urgentes, precisamente, durante el período más duro de 
la crisis económica (1930-1935) y luego, con la progresiva sa-
lida de esa coyuntura, se registra una mayor asignación de re-
cursos que amplió las posibilidades de planificación y acción, 
sin perder de vista el tópico de la racionalidad y control de esos 
recursos. En este marco institucional ¿podemos referirnos a 
una progresiva intervención sobre áreas antes no atendidas o 

                                                           
8 Boletín Oficial de la Provincia de Mendoza, 25-08-1933.  
9 Boletín Oficial de la Provincia de Mendoza. Leyes N° 1007/1932 y 

1086/1933. 
10 Provincia de Mendoza, 1938, pp. 400-426.  
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una nueva forma de acción sobre áreas escasamente aborda-
das por el Estado, o que hubo una atención sistemática sobre 
áreas que antes recibían una atención esporádica o eventual? 
Como respuesta a estos interrogantes, en algunos casos hubo 
ampliación o profundización de funciones (Agua e Industria), 
y en otros, multiplicación de competencias y una mayor co-
bertura de servicios (Salud). En este proceso, si bien identifi-
camos transformaciones organizacionales en algunos casos, 
solo se trató de modificaciones nominales, que, en la práctica, 
se tradujeron en una multiplicación de esfuerzos y superposi-
ción de funciones. Esto puede relacionarse con un perma-
nente proceso de ensayo y “prueba/error”, característico del 
escenario transicional antes mencionado. Por ejemplo, detec-
tamos la creación de oficinas y dependencias que se superpo-
nían en su accionar, tal como demuestra el ejemplo del área 
de agronomía en la DI y el DGI, y con ello llaman la atención 
sobre el escaso grado de permeabilidad e interacción entre dos 
áreas claves de la gestión. En esto último contribuye a refle-
xionar el hecho de que las agencias no operaban en el vacío, es 
decir, transitaron un largo camino (fueron creadas entre fines 
del XIX y principios del XX), plagado de tradiciones adminis-
trativas y lógicas de funcionamiento que deben haber sope-
sado sobremanera al momento de introducir determinadas 
innovaciones organizacionales. En otras palabras, las agencias 
constituyen un “entramado de trayectorias”, se conforman 
como “entes biográficos, con etapas, historias, encuentros, 
personas concretas que van y vienen, entran y salen”, etc. (Are-
llano Gault, 2010: 83), elementos todos que le imprimen par-
ticularidades que muchas veces imposibilitan cimentar cam-
bios rápidos.  

Asimismo, el desempeño del DGI se direccionó a través 
de la asunción de objetivos y funciones a concretar en el me-
diano y largo plazo y con efectos durables, mientras que el 
desempeño de las otras dos dependencias ofreció respuestas 
coyunturales con resultados inmediatos. Se observa, en tanto, 
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una vocación de planificación con vistas a dotar de mayor re-
gularidad y previsibilidad al quehacer estatal provincial. Con 
el objetivo adicional, recordemos, de diferenciarse de una ges-
tión notoriamente inestable en la década de 1920.  

 
La profesionalización de equipos: tensiones entre      
política, normativa y práctica 
 

La contratación de técnicos en puestos claves de gestión regis-
tra antecedentes locales desde fines del siglo XIX y principios 
del XX en numerosas dependencias (Martin, Rojas y Saldi, 
2010; Luis y Aguerregaray, 2020; Barrio y Rodríguez Vázquez, 
2020; Molina, 2023). Sin embargo, este tipo de designaciones 
eran esporádicas puesto que buscaban responder a la ejecu-
ción de un proyecto o gestión muy concreta, como la cons-
trucción de un dique (César Cipolletti), la administración de 
un establecimiento escolar (Aaron Pavlovsky), asesorar sobre 
una política sectorial (Emilio Coni), la ambientación de espa-
cios públicos (Eugenio Berthault y Carlos Thays). Solo even-
tualmente estas designaciones se convirtieron en permanen-
tes, como el caso del médico higienista Emilio Coni, quien 
asumió el cargo de Director General de Salubridad en 1897. 
Esta tendencia adquirió un matiz sistemático desde fines de la 
década de 1920, a partir de la regulación del ingreso al Estado.   

En efecto, la reconstrucción de las trayectorias profesio-
nales en el período analizado nos permitió recabar evidencia 
empírica sobre las modalidades de reclutamiento del personal, 
la disponibilidad de equipos técnicos para el desempeño de 
sus funciones, así como el derrotero de las jefaturas.  

En primer lugar, la ley de agua (1884) otorgó al DGI notas 
distintivas respecto a su personal, tales como que la máxima 
autoridad del mismo debía contar con formación en ingenie-
ría. Desde entonces, el organismo estuvo conformado por al-
gunos funcionarios, extranjeros y nacionales, con una mar-
cada formación técnica y especializados en esta disciplina (ci-
vil e hidráulica). También incluyó abogados en las jefaturas 
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para resolver diversas controversias entre regantes, y entre és-
tos y la administración. Sin embargo, la afinidad partidaria y 
el posicionamiento socioeconómico también incidían en la 
designación. Así lo ejemplifican las trayectorias de Emilio Vic-
chi, hermano del dirigente político demócrata y gobernador 
de Mendoza Adolfo Vicchi (1941-1943), que fue elegido Super-
intendente entre 1932-1936; Pedro Arenas, destacado bode-
guero provincial y descendiente de Mario Arena dirigente del 
partido Liberal, que fue parte del Consejo de Apelaciones del 
organismo entre 1932-1936 (Barrio, 2010; 2016)11.   

Durante los años 1932 y 1943, las áreas administrativas 
encargadas de la gestión técnica y operativa del DGI, y tam-
bién las específicamente referidas a tareas contables-adminis-
trativas y jurídicas permanecieron casi sin grandes cambios. 
En tanto que las direcciones de técnica hidráulica y subdele-
gaciones asumieron proyectos hidráulicos, desempeñados 
mayoritariamente por ingenieros. 

No obstante, otras instancias de gobierno dentro del or-
ganismo fueron ampliamente permeables a vínculos políticos 
y económicos-productivos. Tal es el caso del Consejo de Ape-
laciones, conformado también por regantes con múltiples afi-
nidades, por ejemplo, algunos fueron integrantes del gobierno 
del Centro de Bodegueros de Mendoza (CBM), la gremial bo-
deguera más poderosa por entonces y representativa de los in-
tereses más concentrados de la industria. La participación de 
Arturo Furlotti, Juan Toso y Sotero Arizu aportan también evi-
dencia empírica en esa dirección. Además, estaba represen-
tado el ámbito político y empresarial, aunque no agremiado al 
CBM (Juan Alurralde y Carlos Ottone) (Barrio, 2010; 2016). De 
ello deducimos que no obstante el requerimiento formal de 
titulación para desempeñarse en la agencia, gran parte de los 
elencos dirigentes pertenecía o mantenía fuertes vínculos con 
el campo político de Mendoza, o era parte de la dirigencia de 
la gremial bodeguera CBM, o bien, tenía un perfil económico 

                                                           
11 DGI, 1918-1932). 
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notable, aunque no a través del CBM. Esto último se explicaría 
en que los propietarios vitivinícolas solventaban, aunque par-
cialmente, las mejoras de la red hídrica y fueron también los 
principales beneficiados de las mismas. 

Dicha permeabilidad también se observó para la depen-
dencia encargada de atender los temas vitivinícolas. Para el 
desempeño de funciones en la Dirección de Industrias, la ley 
provincial Nº 740, de 1919, había establecido que los cargos téc-
nicos de la administración pública relacionados con la indus-
tria vitivinícola serían desempeñados por ingenieros agróno-
mos egresados de Universidades Nacionales, diplomados de la 
Escuela Nacional de Vitivinicultura y Enología y de Escuelas 
Superiores de Agricultura especializadas, inscriptos en un re-
gistro especialmente creado por la dependencia. Los diploma-
dos de escuelas extranjeras podían ejercer, pero, previamente, 
debían acreditar su formación profesional desempeñándose 
en bodegas locales e inscribirse en el mencionado registro. Sin 
embargo, sólo a partir de la década de 1930 advertimos un 
cumplimiento consistente de esta normativa, al menos la 
agencia estuvo a cargo de personal titulado, y solo por un pe-
ríodo muy breve por el abogado Alfredo Guevara (Raffa y Ro-
dríguez Vázquez, 2020). Hasta entonces la alternancia entre 
profesionales especializados (enólogos, agrónomos) y liberales 
(abogados) había sido una constante.  

En tanto que, en el área sanitaria, desde la década de 1920, 
Mendoza vería fortalecido el papel y la autoridad del médico 
mediante la reglamentación de su actividad y la prohibición 
del ejercicio ilegal de la medicina (curanderismo). Para ejercer 
la profesión se exigía médicos diplomados y las vacantes de 
hospitales serían cubiertas por concurso. Por su parte, la pro-
fesionalización del sistema de salud llevó también a involucrar 
médicos en el campo político, vinculándose con las diferentes 
instituciones estatales y demostrando su capacidad para resol-
ver problemas de salud urgentes, tal como fueron las epide-
mias (Luis, 2020, p.14) 
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Respecto de un área específica como fue la lucha contra 
la tuberculosis, los médicos habían avanzado en su organiza-
ción a través de la Sociedad Médica de Mendoza (creada en 
1927) y el Círculo Médico de Mendoza (creado en 1932). Desde 
esas instancias vehiculizaban algunas de sus actividades. La 
trayectoria de estos profesionales muestra no sólo el tránsito 
desde la esfera no estatal (Liga Argentina contra la Tubercu-
losis), sino también su injerencia en la estatal propiamente di-
cha: varios de ellos ejercieron su profesión en hospitales per-
tenecientes a la DGS, ya fuera ocupando cargos técnicos (jefes 
de servicios) o de atención hospitalaria. Frente a un proceso de 
incorporación de agentes capacitados al Estado, hubo quienes, 
alternadamente, ocuparon puestos técnico-administrativos o 
políticos, insertándose en el aparato burocrático, ejerciendo 
roles como directores de hospitales, jefes de oficinas técnicas, 
o directores generales de salubridad; e incluso algunos parti-
ciparon activamente en la formación de leyes tras desempe-
ñarse como miembros de las cámaras legislativas.  

En suma, para designar los mandos medios y de ejecu-
ción, estas agencias no desatendieron las competencias técni-
cas necesarias para abordar diversas áreas de acción y nume-
rosas demandas socioeconómicas. Sin embargo, en muchos 
casos las redes vinculares (sociales, económicas y políticas) 
continuaron poseyendo un peso gravitante.   

 
Capacidad política: Las vinculaciones interorganiza-
cionales e interjurisdiccionales   

 
La reseñada multiplicación de funciones y áreas de interven-
ción, así como también la ampliación de áreas de cobertura 
implicó la interacción con otras jurisdicciones con finalidades 
similares.  

Por un lado, los vínculos entre el DGI y otras dependen-
cias (provincial y nacional) se observaron principalmente en la 
realización de obras para la red hídrica existente y para crear 
o potenciar otras zonas productivas. Sin embargo, no puede 
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trazarse un continuum colaborativo en este período, sino que 
estuvo alternado por momentos de tensión entre las agencias. 
Un ejemplo lo aporta la ejecución de obras de desagües. En 
1936 se sancionó la ley nacional Nº 12.282, por la cual la Direc-
ción Nacional de Irrigación y la Provincia construirían desa-
gües en los diferentes oasis mendocinos. En consonancia con 
estos objetivos la Provincia creó -a través de la ley 1210/36- la 
Dirección Provincial de Desagües, bajo la órbita del MEOPyR 
y también, en 1939, la Comisión de Estudios y Obras de Riego 
e Hidráulicas. Ambas dependencias realizarían las proyeccio-
nes de las obras, su fiscalización y mantenimiento de los desa-
gües, etc. Este hecho constituyó una primera tensión con el 
DGI, puesto que las noveles agencias ejercían competencias 
que pertenecían constitucionalmente al DGI, dejando al 
mismo supeditado a la concreción de las obras. Muy proba-
blemente la creación de estas agencias respondiera a que 
desde 1932, el DGI atravesaba por un déficit presupuestario. Y, 
por otro lado, que la autonomía y autarquía del organismo lo 
excluía de las competencias del Poder Ejecutivo provincial, 
cuya concreción de objetivos era entonces menos expeditiva 
(Ortega, 2025).  

Relacionado con este tema de la gestión de los desagües, 
su construcción generó inconvenientes, por ejemplo, en la ar-
ticulación entre Nación y las flamantes agencias. Ante los re-
clamos de los regantes por el incumplimiento en la construc-
ción de obras en el sur provincial, en 1941 intervino la Direc-
ción Nacional de Irrigación. Los informes constataron la dis-
crecionalidad en la utilización de los fondos y su inversión por 
parte de la Provincia, como también las fallas en el control por 
parte de la propia entidad nacional. Concretamente, se expuso 
que no se pudo controlar la contratación y/o evolución de las 
obras en el territorio dado que “(…) esta intromisión no se pre-
vió en el contrato celebrado entre la Nación y la Provincia”12. 

                                                           
12 Honorable Cámara de Diputados de la Nación. Poder Legislativo, Expe-

dientes 15221-C-1939. 
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Esto comprueba la existencia de dificultades en la coordina-
ción vertical entre ambas jurisdicciones, pero también sugiere 
que no obstante el centralismo que se ejercía cada vez más asi-
duamente durante el periodo en el plano nacional, el mismo 
se atemperaba o autolimitaba en el territorio puesto que la 
misma agencia consideraba que ejercer ese tipo de control re-
sultaba una intromisión en la esfera provincial. 

Finalmente, para 1941, en un contexto más restrictivo de 
recursos, la administración provincial disolvió la Dirección de 
Desagües y la Comisión de Estudios y Obras de Riego e Hi-
dráulica, y traspasó personal y bienes al DGI. De modo que 
quedó este último como agencia indiscutida en materia hí-
drica e hidráulica, y no solo circunscrita a los aspectos técnicos 
de las obras. 

Este hecho denota el nivel de complejidad que abarca el 
quehacer estatal, para nada unívoco ni homogéneo y que se 
manifiesta en los conflictos internos en un mismo gobierno 
provincial. Da cuenta, a su vez, de cierto solapamiento en la 
ejecución de funciones con vistas a alcanzar la competencia 
técnica sobre un área de acción. Las agencias y funcionarios, 
además, compiten por cuotas de capital simbólico y que, mu-
chas veces, tales entes constituyen plataformas para acumular 
experiencias y recursos, permitiendo la construcción de poder 
de cara al futuro.  

Respecto de las reparticiones con competencias sobre el 
sector agroindustrial es oportuno señalar que el Estado nacio-
nal diseñó una profusa legislación vitivinícola, por medio de 
decretos y reglamentos, que evolucionó de acuerdo con la am-
pliación del conocimiento técnico y las coyunturas político-
económicas; aunque no siempre contaba con suficiente per-
sonal para cumplir con las nuevas disposiciones. Sin embargo, 
para algunas cuestiones había legislación de doble jurisdic-
ción: la Provincia debía aplicar la ley provincial de vinos N°47 
(1898) con sus modificaciones y, también, la ley nacional de 
vinos N°4363 (1904) –que a su vez fue reformada por sucesivos 
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decretos reglamentarios-, por lo que se solapaban las disposi-
ciones, en algunos casos de manera contradictorias, y hubo no 
pocas tensiones entre ambas jurisdicciones. Otra fuente de 
conflicto fue el doble control enológico del vino comerciali-
zado, por parte de la Dirección de Industrias de Mendoza y los 
órganos de control en otras provincias. Como consecuencia, 
se reiteraron las acusaciones recíprocas entre los bodegueros 
locales y los comerciantes extrarregionales cuando se detec-
taba alguna falsificación de la bebida.  

Por su parte, el programa contracíclico de la Junta Regu-
ladora de Vinos implementado a partir de 1935, si bien cerró 
el ciclo de manejo provincial de la crisis, debió muchas de sus 
pautas de acción a los planes y discusiones desarrollados tanto 
en la legislatura como en los periódicos durante 1932-1935 
(Barrio, 2021). Pero en ese devenir la Junta le cercenó a la Di-
rección de Industrias competencias técnicas y de fiscalización 
sobre la vitivinicultura, aunque no erradicó las prácticas in-
crustadas en el sistema desde los orígenes de la agroindustria 
moderna en Mendoza: la duplicación de funciones y compe-
tencias entre ambas jurisdicciones13 que redundaban en una 
recarga impositiva para los elaboradores. Cuestión que era ob-
jeto de recurrentes reclamos por parte de productores y em-
presarios; y mellaba la valoración que estos grupos hacían res-
pecto del conjunto de aportes que los técnicos de estas depen-
dencias hacían a las agroindustrias.  

Para el caso de la gestión sanitaria, las relaciones más ten-
sas se observaron principalmente en la temática económica. A 
comienzos de la década, el retraso de los subsidios nacionales, 
generó conflictos a nivel provincial ya que fue una de las cau-
sas en la merma de los servicios. En cuanto a la relación pro-
vincia/municipio, ante la imposibilidad de algunas comunas 
de prestar servicios de profilaxis y prevención de enfermeda-
des con recursos propios, se produjo la absorción de la admi-
nistración de ciertos servicios municipales. Por ejemplo, los 

                                                           
13 Provincia de Mendoza (1935), p. 136. 
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que brindaba el Curatorio antivenéreo “Benito Sicardi” del 
municipio de Capital. Este cambio jurisdiccional, que significó 
la centralización de funciones en manos del Estado provincial 
o bien una “provincialización” del sistema sanitario, marcó un 
antecedente de avance de la provincia sobre los municipios in-
tensificada luego con el peronismo14.  

El siguiente esquema expone que la búsqueda por parte 
de la dirigencia política de los años treinta de otorgar de racio-
nalidad y modernizar el accionar estatal, estuvo atravesada 
muchas veces por fricciones o por conflictos “verticales u ho-
rizontales” con otras dependencias por ámbitos de políticas 
comunes o superpuestos.  

 De manera que la efectividad de muchas políticas re-
lacionadas con la gestión del agua, la salud pública o la regula-
ción y fiscalización agroindustrial excedió los límites y objeti-
vos de las agencias analizadas en este capítulo, quedando su-
peditada su concreción muchas veces a lo que acontecía en 
otros ámbitos organizacionales. Estas tensiones afectaron la 
capacidad política de estas agencias, que en algunos momen-
tos sufrieron restricciones críticas. 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
14 Los Andes, 11-01-1933; 11-02-1933; 18-03-1933; 21-03-1933.   
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Esquema N° 1 Conflictos interjurisdiccionales            
de las agencias analizadas 

 

Fuente: elaboración propia. 

 
Conclusiones 

 
En el presente capítulo analizamos tres agencias mendocinas 
orientadas a gestionar y resolver problemáticas referidas a tres 
ámbitos diversos y relevantes dentro del devenir socioeconó-
mico de la región: el agua, las industrias y los servicios de sa-
lud, en un período signado por una mayor regulación e inter-
vención estatal. Complementa y complejiza, así, reflexiones 
previas sobre la injerencia estatal en la modernización de la 
infraestructura provincial en igual período (Raffa, 2020; Luis, 
2025) y en la elaboración de información económica como in-
sumo para la toma de decisiones empresarias y diseño de po-
líticas públicas (D’Agostino, 2019). En conjunto es posible ob-

DGI

•Nación: con la Dirección Nacional de 
Irrigación y los inconveniente en la aplicación 
de los fondos y fiscalización de obras 
financiadas por Nación. 

DGS

•Nación: por la descentralización expedita de 
fondos.

•Municipios: por la absorción de servicios 
prestados originariamente por éstos. 

DI

•Nación: por la superposición (local y 
nacional) de normativa (sobre la 
vitivinicultura) / fiscalización y control sobre 
la actividad/ e imposición tributaria
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servar un esfuerzo por coordinar y delimitar funciones, orga-
nizar y capacitar elencos técnicos y con ello resolver proble-
mas y dificultades. 

En el análisis enfocado en los aspectos internos de las 
agencias, es decir sus capacidades organizativas, se observó 
cierta correlación entre las nuevas demandas que la sociedad 
exigía y el impulso de los actores por aportar a las agencias 
nuevos roles. Por su parte, más allá de la afectación económica 
en determinados años, las constricciones tanto el DGI como la 
DGS giraban en torno a inconvenientes en sus respectivos sis-
temas de información, lo cual repercutían desfavorablemente 
en la ejecución de las tareas. Por esto, la recopilación de datos 
y la elaboración de informes ad hoc se posicionó como una 
estrategia inicial a partir de la cual hacer más eficiente el 
desempeño de las funciones. En esta búsqueda por mejorar los 
aspectos internos de las agencias, un segundo rasgo que las ca-
racterizó fue la sanción de un corpus normativo específico 
para responder a las transformaciones productivas, técnicas y 
sociales de una sociedad en expansión. Es válido comentar que 
el ingreso de perfiles profesionales en estas dependencias tuvo 
que ver, por un lado, con la cabal comprensión del lugar del 
conocimiento especializado en el eficaz desempeño de esas 
funciones. Por otro lado, los cuerpos de inspectores participa-
ron como brazos operativos para velar por el cumplimiento 
de normativas y disposiciones. El resultado de estas gestiones 
se podría verificar en ámbitos dispares, por ejemplo, en un 
mejor y preciso conocimiento de los caudales de agua; por 
otro lado, en la elaboración de alimentos y bebidas bajo con-
diciones de higiene acordes a los requerimientos de la salud 
pública. A través de la reconstrucción presentada confirma-
mos que las demandas y necesidades del contexto local cons-
tituyeron, efectivamente, el germen de la ampliación o mayor 
atención de áreas de incumbencias estatales. Identificamos 
propuestas de ampliación o profundización de funciones 
(Agua e Industria), como así también de multiplicación de 
competencias y una mayor cobertura de servicios (Salud).  



¿Qué hace el Estado en Mendoza? Funciones y rasgos de las agencias            
provinciales en tiempos de crisis y regulación (1928-1943) 

151 
 

Otro elemento de importancia dentro de las estructuras 
de las agencias lo constituyeron los equipos de trabajo. En las 
tres dependencias se observaron denodados esfuerzos por 
profesionalizar y tecnificar a los equipos, regulando profesio-
nes, contratando especialistas, etc. Sin embargo, estos objeti-
vos se lograron parcialmente puesto que se sucedieron dife-
rentes tensiones entre la normativa y la práctica política, cons-
tituyendo las agencias espacios de acumulación de experien-
cias y capital para futuras carreras políticas. Es probable que 
para designar los mandos medios y de ejecución, estas agen-
cias no desatendieron las competencias técnicas necesarias 
para abordar las diversas y numerosas demandas. No obstante, 
en muchos casos las redes vinculares (sociales, económicas y 
políticas) continuaron poseyendo un peso gravitante. Esto úl-
timo porque los equipos de las agencias tampoco resultan to-
talmente neutros a la constitución de intereses y preferencias 
de la sociedad. 

Respecto de la capacidad política -entendida como mar-
gen de maniobra frente a contextos cambiantes- no pudimos 
detectar un patrón común, más allá del centralismo nacional 
cada vez más acuciante. Lo que sí se reveló como un denomi-
nador común fue la plasticidad, flexibilidad y capacidad de 
ajuste que demostraron las agencias ante presiones y tensiones 
propias de las dinámicas de poder. Estas entidades gozaron de 
distintos grados de autonomía relativa, y en los once años de 
gobierno demócrata redefinieron objetivos logrando actuar 
con cierta independencia frente a la sociedad. En este sentido, 
sin bien no alcanzaron una autonomía total tampoco queda-
ron completamente sometidas a las influencias del entorno. 
En el caso del DGI, si bien se produjeron diversas dificultades 
en la coordinación vertical, el centralismo se atemperó en el 
territorio, es decir, a la hora de gestionar, puesto que no se 
avanzó en el control, por ejemplo, de la aplicación de los fon-
dos de desagües. Respecto de la regulación de vinos, hubo di-
ferentes tensiones por superposición de la legislación perti-
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nente, ya fuera la nacional o la provincial, generando rispide-
ces entre las dependencias técnicas e incluso solicitando a otro 
poder, el judicial, para que dirimiera las diferencias. Posterior-
mente, el área de salud pública mantuvo serios roces con las 
instancias nacionales por recursos económicos que imposibi-
litaron su acertada gestión. Sin embargo, poco a poco, la agen-
cia provincial pudo fortalecer su accionar en todo el espacio 
provincial a partir de implementar distintas estrategias y la ab-
sorción de funciones y extensión de las mismas en un área te-
rritorial más abarcativa.  

Para finalizar, los casos analizados denotaron la firme vo-
luntad del Estado provincial por modernizarse e imprimirle 
racionalidad a sus procesos, constituyendo esto una caracterís-
tica del periodo; sin embargo, más allá de los logros alcanza-
dos, estos procesos no estuvieron ajenos del juego político 
constitutivo de las demanda del contexto y de los actores.   
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